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Este verano fue -según los expertos- el más caluroso de la historia de Chile, y dentro de este período 
estival extraordinario, febrero quedará marcado como el momento en que se incendió el país y 
también la política. Los siniestros, que comenzaron a inicios de mes y se extendieron con rapidez por 
las regiones de Maule, Ñuble, Bío Bío y La Araucanía movilizaron a miles de brigadistas además de 
recursos humanos y financieros para combatirlos, pero dejaron hasta hoy 26 muertos, 458.000 
hectáreas arrasadas (de las cuales 56% corresponden a plantaciones forestales, 12% a bosque nativo, 
y 17% a terrenos agrícolas), 19.000 animales muertos y un costo para el Fisco que Hacienda estima en 
US$309 millones.

Ante la magnitud de la catástrofe, el presidente Gabriel Boric decidió la suspensión de sus vacaciones 
y muchos de sus colaboradores hicieron lo mismo, ordenándose desde La Moneda un despliegue 
presencial de ministros y delegados presidenciales en las zonas afectadas, que, mediante decreto de 
emergencia, entregó el control de las zonas a las FFAA. Una temprana polémica sobre la 
intencionalidad de los incendios (el gobierno afirmaba que eran 20% y la CONAF más de 40%) y la 
idea esbozada por el ministro de Agricultura planteando la necesidad de un royalty para las 
forestales (el presidente había adelantado que habría que analizar la situación de la industria post-
incendios) o la teoría de los conejos como vectores del fuego levantó críticas en sectores 
empresariales, que estaban aportando recursos importantes en brigadistas e infraestructura, y en 
sectores políticos. Según la encuesta CADEM, el 94% de los chilenos cree que los incendios fueron 
intencionales, y 63% los atribuye a grupos terroristas. 

Pese al despliegue realizado por el gobierno y el anuncio de ayudas y levantamiento de viviendas de 
emergencia, la popularidad del presidente a fines de febrero sube dos puntos (32%) y los ministros 
mejor evaluados fueron Tohá, Marcel, Uriarte, Montes, cercanos al socialismo democrático. Entre 
los peor evaluados están el ministro Giorgio Jackson y la ministra Antonia Urrejola, que ha 
protagonizado una serie de episodios complejos (filtración de audio de reunión con cercanos 
colaboradores criticado por el lenguaje y liviandad para enfrentar temas complejos de relaciones con 
países vecinos), lo que se suma a escaso conocimiento público de varios ministros sectoriales. Por este 
motivo, el regreso del presidente Gabriel Boric a La Moneda estuvo marcado por rumores sobre un 
inminente cambio de gabinete. Sin embargo, pese a que algunos sectores consideran importante 
tener la nueva conformación antes del inicio de la labor legislativa y otros como el socialismo 
democrático que deben equilibrarse las fuerzas en niveles medios, hay representantes políticos que 
preferiría esperar la elección de consejeros el 7 de mayo para ver cómo queda la distribución de 
fuerzas. La Moneda busca nombres en los los partidos del conglomerado oficialista, y el mandatario 
afirma que los cambios no se anuncian, se realizan.

Con un proceso constituyente que ha perdido interés en la ciudadanía (sólo el 36% dice estar 
motivado), a comienzos de febrero quedaron inscritas las cinco listas que competirán el 7 de mayo 
para elegir a los 50 consejeros: Unidad por Chile (PS/PC/PL/Frente Amplio); Todo por Chile 
(PPD/PR/DC), Chile Seguro (UDI, RN,EVOPOLI); Partido Republicano y PDG. Lo que fue considerado un 
terremoto político fue la decisión del PS y PPD de ir en listas separadas, pese a los insistentes 
llamados a la unidad de La Moneda.

En materia económica, los datos de febrero han sido contradictorios.  Aunque el IPC de enero 
sorprendió al mercado con una cifra menor a la esperada (0,4%), lo que fue celebrado por el ministro 
de Hacienda como un factor de “resiliencia” de nuestra economía, los analistas llamaron a la cautela 
considerando un escenario restrictivo internacional y la permanencia de niveles elevados de inflación 
en el país. A ello agregan que las tasas de créditos de consumo fueron las más altas en una década, 
que las solicitudes de quiebra aumentaron en enero en un 173% (información del Poder Judicial), que 
las ventas del comercio disminuyeron en un 15,4% en enero y que la salida de capitales sólo en los 
últimos cuatro meses de 2022 fue de US$7.283 millones.

Mientras los chilenos siguen sintiendo a fines de febrero que entre los principales motivos de 
preocupación están la delincuencia, la inmigración y el narcotráfico junto a la inflación, La Moneda no 
logró el acuerdo transversal para la Agenda de Seguridad luego de los indultos decretados por el jefe 
de Estado, pero se allanó a tramitar el decreto que autoriza la presencia de las FFAA en la zona 
fronteriza norte (Tarapacá, Antofagasta, Atacama), aunque con un restrictivo protocolo en el actuar, 
que se aplicó a partir del último fin de semana de febrero con la presencia de 2.000 efectivos.

En materia agrícola, los incendios han sido una tragedia peor que un terremoto. El efecto ha sido 
más grave en los pequeños agricultores, que junto a la quema de sus tierras han perdido animales, 
bodegas, maquinaria, implementos, invernaderos. El sector viñatero del Valle del Itata calcula una 
pérdida en sus viñas del 30 0 40% y los apicultores perdieron 43 mil colmenas. El gobierno anunció 
tres medidas de apoyo para los afectados en zonas rurales: $100.000 a $400.000 por persona para 
forraje, agua, equipamientos; operativos veterinarios ganaderos para animales heridos; prórrogas 
de créditos agrícolas y ganaderos por un período máximo de seis meses mientras se analizan 
medidas definitivas para recuperar la capacidad productiva de las famiias.


